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Entidad originadora: 
Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, Ministerio de Justicia y del 
Derecho y el Director del Departamento Administrativo de la Función 
Pública. 

Fecha (dd/mm/aa): 12 de noviembre de 2024 

Proyecto de 
Decreto/Resolución: 

“Por medio del cual se modifica el Capítulo 4 del Título 6 y se modifica y 
adiciona el Capítulo 2 del Título 19 de la Parte 14 del Libro 2 del Decreto 
1071 de 2015, Decreto Único reglamentario del Sector Administrativo 
Agropecuario, Pesquero y de Desarrollo Rural y, se adiciona el Capítulo 18 
al Título 6 de la Parte 2 del Libro 2 del Decreto 1069 de 2015 Decreto Único 
Reglamentario del Sector Justicia y del Derecho y se dictan otras 
disposiciones” 

 
1. ANTECEDENTES Y RAZONES DE OPORTUNIDAD Y CONVENIENCIA QUE JUSTIFICAN SU 

EXPEDICIÓN. 
 

La Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Campesinos y de Otras Personas que Trabajan 
en las Zonas Rurales, adoptada en Nueva York, el 28 de septiembre de 2018, establece en su Artículo 2 que “1. 
Los Estados respetarán, protegerán y harán efectivos los derechos de los campesinos y de otras personas que 
trabajan en las zonas rurales. Adoptarán sin demora las medidas legislativas, administrativas y de otro tipo que 
resulten apropiadas para alcanzar progresivamente la plena efectividad de los derechos de la presente Declaración 
que no puedan garantizarse de forma inmediata. 2. Al aplicar la presente Declaración se prestará una atención 
particular a los derechos y las necesidades especiales de los campesinos y de otras personas que trabajan en las 
zonas rurales, en especial las personas de edad, las mujeres, los jóvenes, los niños y las personas con 
discapacidad, teniendo en cuenta la necesidad de luchar contra las formas múltiples de discriminación (…)”. 
 
En este sentido, el artículo 2 de la Constitución Política establece como fin esencial del Estado (…) promover la 
prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución 
(…)" 
 
Por su parte, los artículos 64 y 65 constitucionales establecen la obligación Estatal de promover el acceso 
progresivo a la propiedad de la tierra, y priorizar e impulsar el desarrollo integral de las actividades agrícolas. En 
particular, el artículo 64 de la Carta, modificado mediante Acto Legislativo 01 en el 2023, reconoce que el 
campesinado es sujeto de derechos y de especial protección constitucional, y que tiene un relacionamiento especial 
con la tierra basado en la producción de alimentos en virtud de lo cual el Estado reconoce la dimensión económica, 
social, cultural y ambiental del campesinado y velará por la protección, respeto y garantía de sus derechos 
individuales y colectivos, con el objeto de lograr la igualdad material desde enfoques de género, etario y territorial, 
el acceso a bienes y derechos como a la educación de calidad, la vivienda, la salud, los servicios públicos 
domiciliarios, vías terciarias, la tierra, el territorio, un ambiente sano, el acceso e intercambio de semillas, los 
recursos naturales y la diversidad biológica, el agua, la participación reforzada, la conectividad digital, la mejora de 
la infraestructura rural, la extensión agropecuaria y empresarial, asistencia técnica y tecnológica, agregando valor 
y medios de comercialización para sus productos. 
 
De igual manera, el artículo 209 de la Constitución Política dispone que “la Función Administrativa está al servicio 
de los intereses generales y se desarrolla con fundamento en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, 
economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, mediante la descentralización, la delegación y la desconcentración 
de funciones”. 
 
Asimismo, el Decreto Ley 960 de 1970 “Por el cual se expide el estatuto del Notariado” dispone en su artículo 218 
que “Las tarifas que señalan los derechos notariales son revisables periódicamente por el gobierno Nacional 
teniendo en consideración los costos del servicio y la conveniencia pública”. 
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Además, la administración de la Superintendencia de Notariado y Registro tiene como objetivos, entre otros, 
incrementar la cobertura y la accesibilidad de la ciudadanía al servicio registral inmobiliario en forma oportuna, 
mejorar los índices de satisfacción a los usuarios, facilitar el desarrollo económico, la conectividad y el 
posicionamiento de la imagen institucional. 
 
Por otra parte, en el artículo 1 de la Ley 160 de 1994 “Por la cual se crea el Sistema Nacional de Reforma Agraria 
y Desarrollo Rural Campesino, se establece un subsidio para la adquisición de tierras, se reforma el Instituto 
Colombiano de la Reforma Agraria y se dictan otras disposiciones”, se traza como uno de sus objetivos "dotar de 
tierras a los hombres y mujeres campesinos de escasos recursos, mayores de 16 años que no la posean, a los 
minifundistas, mujeres campesinas jefes de hogar (…) y a los beneficiarios de los programas especiales que 
establezca el Gobierno Nacional”. 
 
Igualmente, el mismo artículo establece objetivos adicionales para el Sistema que buscan dotar de integralidad el 
acceso a la tierra, fomentando una adecuada explotación y la utilización social de las aguas y de las tierras rurales 
aptas para la explotación silvoagropecuaria, acrecentando el volumen global de la producción agrícola, ganadera, 
forestal y acuícola, en armonía con el desarrollo de los otros sectores económicos; así como aumentar la 
productividad de las explotaciones y la eficiente comercialización de los productos agropecuarios y procurar que 
las aguas y tierras se utilicen de la manera que mejor convenga a su ubicación y características. 
 
Por otro lado, el artículo 31 ibidem modificado por el artículo 27 de la Ley 1151 de 2007, contempla la negociación 
directa para la adquisición de inmuebles por motivos de interés social o utilidad pública establecidos en la ley. 
Además, el numeral 2 del artículo 32 de esta norma establece que “El precio máximo de negociación será el fijado 
en el avalúo comercial que para tal fin se contrate con personas naturales o jurídicas legalmente habilitadas para 
ellos, de acuerdo con el reglamento que para el efecto expida el Gobierno Nacional”. 
 
En consecuencia, el Decreto Ley 19 de 2012 “por el cual se dictan normas para suprimir o reformar regulaciones, 
procedimientos y trámites innecesarios existentes en la Administración Pública”, previó en su artículo 15 que “Las 
entidades públicas y las privadas que cumplan funciones públicas o presten servicios públicos pueden conectarse 
gratuitamente a los registros públicos que llevan las entidades encargadas de expedir los certificados de existencia 
y representación legal de las personas jurídicas, los certificados de tradición de bienes inmuebles, naves, aeronaves 
y vehículos y los certificados tributarios, en las condiciones y con las seguridades requeridas que establezca el 
reglamento La lectura de la información obviará la solicitud del certificado y servirá de prueba bajo la anotación del 
funcionario que efectúe la consulta”. 
 
De igual forma, el artículo 39 de la Ley 1579 de 2012 “por la cual se expide el estatuto de registro de instrumentos 
públicos y se dictan otras disposiciones”, consagró que “se deberán prever mecanismos que, debidamente 
soportados en las tecnologías vigentes, permitan la remisión de expedientes electrónicos, la realización de pagos 
virtuales e integrales de todo el proceso, la accesibilidad a la información del trámite, el cumplimiento de 
formalidades de presentación personal a través de medios virtuales, comunicaciones electrónicas, la 
individualización y pleno reconocimiento del peticionario, la unificación de canales de entrada del expediente, la 
diversificación de canales de atención y prestación del servicio, la interoperabilidad entre procesos notariales y 
registrales, el seguimiento electrónico del proceso y demás temas adicionales que contribuyan a la facilitación de 
la relación del ciudadano con el registro inmobiliario”. 
 
Asimismo, según el artículo 41 ibidem “Las notarías, entidades estatales o judiciales legalmente facultadas podrán 
actuar como canales de recepción, tramitación y facilitación de medios electrónicos para la realización de los 
trámites virtuales asociados al registro, en aquellas actuaciones o actos de registro susceptibles de ello. Estos 
servicios deberán incorporar las condiciones de seguridad y trazabilidad de las operaciones que permitan la plena 
confiabilidad de los servicios ofrecidos”. 
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Entretanto, el artículo 42 de la ley en cita señala que la Superintendencia de Notariado y Registro contará con 
unidades móviles para adelantar jornadas especiales del registro de instrumentos públicos, con prioridad para la 
población desplazada y campesina, “…que permitan prestar el servicio público registral en zonas apartadas de la 
geografía nacional, y realizar registros de actos”. 
 
El artículo 43 de la misma norma señala que a través de las unidades móviles se efectuará la recepción y radicación 
de los títulos o documentos sujetos a registro, “y remitirán a cargo de este, la respectiva documentación a efectos 
de que culmine el proceso de registro. En las unidades de registro móviles se radicarán y expedirán certificados de 
tradición en línea cuando las Oficinas de Registro de Instrumentos Públicos estén debidamente conectadas”. 
 
Asimismo, conforme al artículo 74 de la pluricitada Ley, le corresponde a la Superintendencia de Notariado y 
Registro fijar las tarifas por concepto del ejercicio de la función registral, ajustarlas anualmente sin exceder el Índice 
de Precios al Consumidor, previo al estudio de costos y criterio de conveniencia que demanda el servicio. 
 
Por otro lado, el artículo 1 de la Ley 2294 de 2023, “Por el cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2022-2026 
-Colombia Potencia Mundial de la Vida”, tiene como objetivo “sentar las bases para que el país se convierta en un 
líder de la protección de la vida a partir de la construcción de un nuevo contrato social que propicie la superación 
de injusticias y exclusiones históricas, la no repetición del conflicto, el cambio de nuestro relacionamiento con el 
ambiente y una transformación productiva sustentada en el conocimiento y en armonía con la naturaleza. Este 
proceso debe desembocar en la paz total, entendida como la búsqueda de una oportunidad para que todos 
podamos vivir una vida digna, basada en la justicia; es decir, en una cultura de la paz que reconoce el valor excelso 
de la vida en todas sus formas y que garantiza el cuidado de la casa común”. 
 
Además, el artículo 51 del Plan Nacional de Desarrollo modificó el artículo 2 de la Ley 160 de 1994, así: “Créase el 
Sistema Nacional de Reforma Agraria y Desarrollo Rural como mecanismo obligatorio de planeación, coordinación, 
ejecución, evaluación y seguimiento de las actividades dirigidas a la materialización de la reforma agraria y la 
reforma rural integral, desarrollando los mandatos y salvaguardas contenidas en el acuerdo de Paz, con el fin de 
mejorar la calidad de vida, garantizar los derechos territoriales y los planes de vida de los trabajadores agrarios, y 
las personas, comunidades campesinas, comunidades negras, afrocolombianas, raizales, palenqueras y pueblos 
indígenas; y proteger y promover la producción de alimentos, sus economías propias y consolidar la paz con 
enfoque territorial.” 
 
Asimismo, el artículo 52 del PND modificó el artículo 4 de la Ley 160 de 1994, y dispuso que el Sistema Nacional 
de Reforma Agraria y Desarrollo Rural se compone de ocho subsistemas liderados por el Ministerio de Agricultura 
y Desarrollo Rural y diversas entidades que integran el Sistema. 
 
En el marco de la reactivación y ejecución del Sistema Nacional de Reforma Agraria y Desarrollo Rural, y 
especialmente del despliegue de los 8 subsistemas, el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural ha identificado 
la necesidad de robustecer la gestión del acceso a la tierra como factor productivo, lograr la seguridad jurídica sobre 
ésta, y promover su uso en cumplimiento de la función social y ecológica de la propiedad. 
 
Además, en el marco del artículo 2.14.23.3. del Decreto 1406 de 2023, se consagran los Subsistemas del Sistema 
Nacional de Reforma Agraria y Desarrollo Rural con el apoyo de una entidad coordinadora, los cuales serán 
liderados por el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural. Dentro de los cuales se encuentra el subsistema 1 de 
adquisición, adjudicación de tierras y de procesos agrarios para la reforma agraria, y garantía de derechos 
territoriales de los campesinos, pueblos indígenas y de las comunidades negras, afrocolombianas, raizales, 
palenqueras y pueblo Rom, el cual es coordinado por la Agencia Nacional de Tierras (ANT). 
 
De conformidad con lo dispuesto en el literal c) del artículo 31 de la Ley 160 de 1994, se podrán adquirir predios 
rurales para dotar de tierras a personas campesinas sin tierra o que la posean en cantidad insuficiente y fomentar 
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la adecuada explotación y la utilización social de las aguas y de las tierras rurales aptas para la explotación 
silvoagropecuaria, mediante su distribución ordenada y su racional utilización. 
 
En el marco de los programas especiales de dotación de tierras, para dar cumplimiento a los fines de la reforma 
agraria y la reforma rural integral, y conforme a lo dispuesto en el parágrafo 1 del artículo 32 y al inciso 6 del artículo 
39 de la Ley 160 de 1994, la ANT tendrá la opción de compra privilegiada para adquirir los predios rurales en las 
zonas priorizadas, para la reforma agraria. 
 
Adicionalmente, el artículo 62 del PND establece el procedimiento de compra por oferta voluntaria y negociación 
directa, a cargo de la Agencia Nacional de Tierras (ANT), como una estrategia relacionada con la reforma rural 
integral, que incluye en su parágrafo primero la posibilidad de que en “…aquellos casos en los que se priorice una 
zona para la compra de predios por parte del Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, la ANT solicitará la 
elaboración de avalúos de referencia por metodologías de valoración masiva o por zonas homogéneas 
geoeconómicas, de acuerdo con la regulación técnica establecida por el IGAC”. 
 
El Decreto 2723 de 2014, “por el cual se modifica la estructura de la Superintendencia de Notariado y Registro”, en 
el artículo 13 define las funciones del Despacho del Superintendente y el numeral 17 establece “Proponer al 
Gobierno nacional la creación, supresión o recategorización de Notarías, y creación, supresión, fusión y 
modificación de Oficinas de Registro de Instrumentos Públicos y sus respectivos círculos”. 
 
Además, el numeral 29 del citado artículo, adicionado por el artículo 2 del Decreto 578 de 2018, dispone que son 
funciones del Despacho del Superintendente “Expedir los actos administrativos a que haya lugar en desarrollo de 
la función asignada, en el numeral 6 del artículo 27 del presente decreto, a la Superintendencia Delegada para la 
Protección Restitución y Formalización de Tierras. Dicho acto administrativo se agregará como anexo al folio de 
matrícula inmobiliaria del respectivo bien”. 
 
Por otro lado, el artículo 20 ibidem fijó como funciones de la Dirección Técnica de Registro de la Superintendencia 
de Notariado y Registro, entre otras: “3. Velar por el establecimiento de mecanismos virtuales de relacionamiento 
eficaz con los usuarios del servicio público registral. 4. Establecer los procedimientos y la programación para el 
cumplimiento de las funciones a cargo de las Unidades de Registro es, en coordinación con la Superintendencia 
Delegada para la Protección, Restitución y Formalización de Tierras. 5. Implementar los mecanismos necesarios 
para la apertura de folios de matrícula inmobiliaria de bienes baldíos, en coordinación con la Superintendencia 
Delegada para la Protección, Restitución y Formalización de Tierras. 9. Impartir directrices para la adopción de 
planes de contingencia cuando las Oficinas de Registro de Instrumentos Públicos presenten atrasos o problemas 
relacionados con el sistema de información registral, el registro de las medidas de protección y de titulación masiva. 
10. Proponer los mecanismos para desarrollar la política de simplificación de trámites asociados al proceso de 
registro, la prestación de un servicio público registral de excelencia y el mejoramiento continuo”. 
 
Asimismo, el artículo 21 del mismo decreto fijó como funciones de la Dirección Técnica de Apoyo Jurídico Registral, 
entre otras: “1. Apoyar jurídicamente a las Oficinas de Registro de Instrumentos Públicos del país, de conformidad 
con los lineamientos impartidos por la Oficina Asesora Jurídica. 2. Sustanciar y resolver en segunda instancia los 
recursos contra los actos administrativos proferidos por los Registradores de Instrumentos Públicos”. 
 
Además, el Decreto ibidem, en su artículo 22 estableció entre las funciones de las Oficinas de Registro de 
Instrumentos Públicos “4. Inscribir los documentos de los actos sujetos al registro… 6. Expedir los actos 
administrativos, oficios y documentos relacionados con el registro de instrumentos públicos de conformidad con la 
ley. 8. Administrar los documentos propios del registro, así como también de los folios de matrícula inmobiliaria de 
acuerdo con la normatividad establecida para la materia”. 
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Por su parte, el artículo 27 del decreto en cita, modificado por el artículo 8 del Decreto 1554 de 2022 y el Decreto 
578 de 2018, indica que son funciones de la Superintendencia Delegada para la Protección, Restitución y 
Formalización de Tierras: “5. Adelantar las visitas de inspección a fin de establecer el cumplimiento eficiente, eficaz 
y oportuno del servicio público registral rural. 6. Verificar las matrículas inmobiliarias que identifican registralmente 
los predios rurales y proponer las acciones a que haya lugar, entre ellas, la expedición de actos administrativos 
tendientes a identificar, a petición de parte, la cadena de tradición de dominio, los actos de tradición y de falsa 
tradición, y la existencia de titulares de eventuales derechos reales sobre predios rurales que no superen el rango 
mínimo de la Unidad Agrícola Familiar (UAF), siempre y cuando los antecedentes registrales provengan de falsa 
tradición, que dichos títulos se encuentren debidamente inscritos de acuerdo a lo señalado en el artículo 665 del 
Código Civil y que su precaria tradición no sea producto de violencia, usurpación, desplazamiento forzado, engaño 
o testaferrato. No serán objeto de este estudio los predios rurales que cuenten con medidas cautelares adoptadas 
en procesos de restitución de tierras, de extinción del derecho de dominio y los que se encuentren ubicados en 
zonas de resguardos indígenas, comunidades negras o en Parques Nacionales Naturales”. 
 
Además, con posterioridad a la sentencia T-488 de 2014, el auto de seguimiento 040 de 2017, ordena incorporar 
al Plan Nacional de Clarificación una estrategia de contingencia para lograr la migración definitiva de la información 
de antiguo a nuevo sistema, y dado que la sentencia SU-288 de 2022 ordenó a la Superintendencia de Notariado 
y Registro adoptar “…un plan de acción con metas de gestión y de resultado de corto, mediano y largo plazo, para 
la migración de la información existente en las Oficinas de Registro de Instrumentos Públicos y en el antiguo sistema 
o libros de registro antiguos, al actual sistema de registro…”, esta migración se ha venido implementando mediante 
reportes de actos registrales y procesos reprográficos (microfilmación o digitalización), sustentados en las circulares 
1538 de 2016, 1672 de 2017, 523 de 2020, 258 y 350 de 2023 y resoluciones 11344 de 2020, 5944 de 2023, entre 
otras, expedidas por la Superintendencia. 
 
Consecuencialmente, el Instituto Geográfico Agustín Codazzi -IGAC- a través de la Resolución No 1137 del 1 de 
agosto de 2024 “Por la cual se establecen los criterios parámetros y metodologías para la elaboración de avalúos 
con el fin de determinar los valores comerciales en el marco del procedimiento de compra por oferta voluntaria 
contenido en el artículo de la Ley 2294 de 2023”, estableció en el artículo 9 que “Los avalúos de referencia se 
realizarán por metodologías de valoración masivas o por zonas homogéneas geoeconómicas, entendidas como los 
espacios geográficos determinados a partir de Zonas Homogéneas Físicas con valores unitarios similares en cuanto 
a su precio, según las condiciones del mercado inmobiliario”. 
 
De igual manera, surge como antecedente el proceso de la búsqueda de una paz estable y duradera y la 
terminación definitiva del conflicto armado, que el Gobierno Nacional suscribió con el grupo armado Fuerzas 
Armadas Revolucionarias de Colombia, Ejército del Pueblo (FARC-EP) un nuevo Acuerdo Final para la Terminación 
del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y Duradera (en Adelante Acuerdo Final) el 24 de noviembre de 
2016.Dicho acuerdo fue refrendado el día 30 de noviembre de 2016, por el Congreso de la República. 
 
Por su parte la Corte Constitucional en Sentencia C-595 de 1995 la Corte afirmó que “si bien es cierto el Estado 
tiene el deber de promover el acceso progresivo a la propiedad de la tierra, especialmente, a quienes la trabajan, 
no es menos cierto que tal fin no se logra únicamente con la adjudicación de tierras baldías, que es una forma de 
hacerlo, sino también con otras políticas, como por ejemplo, la concesión de créditos a largo plazo y con facilidades 
de pago; la creación de subsidios para la compra de tierras, el fomento de las actividades agrícolas, etc, que 
también buscan esa finalidad”. 
 
A su vez, la Corte en Sentencia C-644 de 2012 estableció que existe un “número dramático de población campesina 
desplazada por la violencia y una comprobada escasez de tierra disponible”; que “ha sido una preocupación 
constante del legislador colombiano establecer regímenes normativos que permitan mejorar la calidad de vida de 
los campesinos, así como la productividad de los sectores agrícolas” y que “la jurisprudencia constitucional, ha ido 
reconociendo a través de los casos objetivos y concretos, las características específicas que posee el campo como 
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bien jurídico de especial protección constitucional, tanto desde los imperativos del Estado social de derecho, como 
desde la óptica del progreso a través de la competitividad y el correcto ejercicio de las libertades económicas”. 
 
Con todo, los artículos 64 y 65 constitucionales establecen la obligación Estatal de promover el acceso progresivo 
a la propiedad de la tierra, y priorizar e impulsar el desarrollo integral de las actividades agrícolas. En particular el 
artículo 64 de la Carta, modificado mediante Acto Legislativo 01 en el 2023 reconoce que el campesinado es sujeto 
de derechos y de especial protección constitucional, y que tiene un relacionamiento especial con la tierra basado 
en la producción de alimentos en virtud de lo cual el Estado reconoce la dimensión económica, social, cultural y 
ambiental del campesinado y velará por la protección, respeto y garantía de sus derechos individuales y colectivos, 
con el objeto de lograr la igualdad material desde enfoques de género, etario y territorial, el acceso a bienes y 
derechos como a la educación de calidad, la vivienda, la salud, los servicios públicos domiciliarios, vías terciarias, 
la tierra, el territorio, un ambiente sano, el acceso e intercambio de semillas, los recursos naturales y la diversidad 
biológica, el agua, la participación reforzada, la conectividad digital, la mejora de la infraestructura rural, la extensión 
agropecuaria y empresarial, asistencia técnica y tecnológica, agregando valor y medios de comercialización para 
sus productos.  
 
Además, el artículo 1 de la Ley 160 de 1994 "Por la cual se crea el Sistema Nacional de Reforma Agraria y 
Desarrollo Rural Campesino, se establece un subsidio para la adquisición de tierras, se reforma el Instituto 
Colombiano de la Reforma Agraria y se dictan otras disposiciones", se traza como uno de sus objetivos "dotar de 
tierras a los hombres y mujeres campesinos de escasos recursos, mayores de 16 años que no la posean, a los 
minifundistas, mujeres campesinas jefes de hogar (...) y a los beneficiarios de los programas especiales que 
establezca el Gobierno Nacional”.  
 
En consecuencia, de lo anterior es una prioridad de la política pública del Gobierno Nacional facilitar el acceso a 
tierras de los sujetos de especial protección constitucional, por lo que resulta oportuno reglamentar lo necesario 
para agilizar el mecanismo de compra pública por oferta voluntaria para el Fondo Nacional de Tierras, superar 
ineficiencias administrativas en los flujos de información para la operación misional de la ANT, así como la 
implementación de tecnologías de la información para el perfeccionamiento de las adquisiciones realizadas en este 
marco normativo.   
 
Por ende, y en atención a las facultades presidenciales constitucionales y legales, en especial las que le confiere 
el numeral 3 del artículo 59 de la Ley 489 de 1998, los artículos 3 y 6 del Decreto 1985 de 2013, existen facultades 
reglamentarias sobre los contenidos normativos sobre artículo 62 de la Ley 2294 de 2023, la Ley 1579 de 2012 y 
el Decreto Ley 960 de 1970; así como para adicionar el Decreto 1071 de 2015, Decreto Único reglamentario del 
Sector Administrativo Agropecuario, Pesquero y de Desarrollo Rural y el Decreto Único Reglamentario del Sector 
Justicia y del Derecho. 
 
 

2. AMBITO DE APLICACIÓN Y SUJETOS A QUIENES VA DIRIGIDO 
 
Este decreto se aplica principalmente a la Agencia Nacional de Tierras (ANT), encargada de impulsar, dar celeridad 
y articular los procedimientos de negociación directa para la adquisición de predios rurales. También está dirigido 
a los propietarios de predios rurales, tanto personas naturales como jurídicas, que posean tierras susceptibles de 
ser adquiridas mediante estos procedimientos. Además, involucra a la Superintendencia de Notariado y Registro 
(SNR), que debe facilitar el servicio registral y la implementación de unidades móviles de registro, y al Ministerio de 
Agricultura y Desarrollo Rural, que lidera y coordina los subsistemas del Sistema Nacional de Reforma Agraria y 
Desarrollo Rural. 
 
De manera secundaria, el decreto involucra a diversas entidades públicas y privadas, incluyendo oficinas 
seccionales de Catastro, Registro de Instrumentos Públicos, Notarías, el Instituto Geográfico Agustín Codazzi 
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(IGAC), y otras entidades que deben proporcionar documentos, informes, avalúos o certificaciones necesarios para 
los procedimientos de adquisición. También impacta a comunidades y copropiedades que posean predios rurales 
en copropiedad, así como a entidades financieras y/o sujetas a supervisión de entidades como la Superintendencia 
Financiera, Superintendencia de Industria y Comercio, y Superintendencia Solidaria de Colombia, que deben 
proporcionar información sobre predios rurales recibidos a título de dación en pago o adquiridos mediante sentencia 
judicial. 
 
3. VIABILIDAD JURÍDICA 
 
3.1 Análisis de las normas que otorgan la competencia para la expedición del proyecto normativo 

 
La cláusula general de competencia prevista en el numeral 11 y 16 del artículo 189 de la Constitución Política y 
visto el numeral tercero del artículo 59 de la Ley 489 de 1998, es claro que concurre competencia para 
reglamentar el artículo 62 de la Ley 2294 de 2023, los artículos 41, 42,43, 73 y 74 de la Ley 1579 de 2012, así 
como artículo 218 el Decreto Ley 960 de 1970. 
 
Existe unidad de materia en tanto la función registral y notarial, resulta indispensable en la articulación funcional 
de la ANT en el ejercicio de sus funciones. 

 
3.2 Vigencia de la ley o norma reglamentada o desarrollada 
 
El artículo 32 de la Ley 160 de 1994, el artículo 62 de la Ley 2294 de 2023, los artículos 41, 42,43, 73 y 74 de la 
Ley 1579 de 2012, se encuentran vigentes. 

 
Existe unidad de materia en tanto la función registral y notarial, resulta indispensable en la articulación funcional 
de la ANT en el ejercicio de sus funciones. 
 
3.2 Vigencia de la ley o norma reglamentada o desarrollada 
 
El artículo 32 de la Ley 160 de 1994, el artículo 62 de la Ley 2294 de 2023, los artículos 41, 42,43, 73 y 74 de la 
Ley 1579 de 2012, se encuentran vigentes. 
 

3.3. Disposiciones derogadas, subrogadas, modificadas, adicionadas o sustituidas. 
 

Disposiciones Modificadas. 
 
3.3.1. Título 6, Capítulo 4, Parte 14, Libro 2, del Decreto 1071 de 2015, Decreto Único Reglamentario del Sector 

Administrativo Agropecuario, Pesquero y de Desarrollo Rural, los siguientes artículos 
Artículo 2.14.6.4.3  
Artículo 2.14.6.4.4,  
Artículo 2.14.6.4.7  
Artículo 2.14.6.4.8  
Artículo 2.14.6.4.9  
Artículo 2.14.6.4.10  
Artículo 2.14.6.4.11  
 
3.3.2. Título 19, Capítulo 2, Parte 14 del Libro 2 del Decreto 1071 de 2015, Decreto Único Reglamentario del 

Sector Administrativo Agropecuario, Pesquero y de Desarrollo Rural el siguiente artículo. 
 
Artículo 2.14.19.2.4  
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Disposiciones Adicionadas. 
 
3.3.3. Título 6, Capítulo 4, Parte 14, Libro 2, del Decreto 1071 de 2015, Decreto Único Reglamentario del Sector 

Administrativo Agropecuario, Pesquero y de Desarrollo Rural, el siguiente artículo: 
 
Artículo 2.14.6.4.13.  
 
3.3.4 Título 19, Capítulo 2, Parte 14 del Libro 2 del Decreto 1071 de 2015, Decreto Único Reglamentario del 

Sector Administrativo Agropecuario, Pesquero y de Desarrollo Rural el siguiente artículo 
 
Artículos 2.14.19.2.19  
Artículo 2.14.19.2.20  
 
3.3.5. Adiciona el Capítulo 18 al Título 6, Parte 2, Libro 2 del Decreto 1069 de 2015, Decreto Único Reglamentario 
del Sector Justicia y del Derecho 
 
Capítulo 18 “Servicio registral para la reforma agraria”, Título 6 Notariado y registro el Decreto 1069 de 2015, 
Decreto Único Reglamentario del Sector Justicia y del Derecho. 

 
3.4 Revisión y análisis de la jurisprudencia que tenga impacto o sea relevante para la expedición del 

proyecto normativo (órganos de cierre de cada jurisdicción) 
 
La Corte Constitucional mediante sentencia SU 288 de 2022, generó las siguientes órdenes al Gobierno Nacional 

y al Congreso de la República:  
 
Décimo Cuarto. EXHORTAR al Congreso de la República y al Gobierno Nacional como responsable de la 

correcta implementación del Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la Construcción de Una Paz 
Estable y Duradera, suscrito el 24 de noviembre de 2016, a que adopten, en el ámbito de sus competencias 
y de conformidad con lo dispuesto en el Acto Legislativo 02 de 2017, las medidas necesarias para impulsar 
en la mayor medida posible el cumplimiento del punto 1.1. sobre acceso y uso de la tierra, el cual forma parte 
del Acuerdo sobre Reforma Rural Integral. 

  
Décimo Quinto. EXHORTAR al Gobierno nacional y al Congreso de la República a que, en el ámbito de sus 

competencias y de conformidad con lo dispuesto en el Acto legislativo 02 de 2017, (i) implementen, asignen 
los recursos necesarios para su ejecución y realicen los ajustes normativos y presupuestales que se requieran 
para materializar (a) la creación de la jurisdicción agraria, (b) la consolidación del catastro multipropósito, (iii) 
la actualización del sistema de registro, (iv) el fondo de tierras para la reforma rural integral y (v) el plan de 
formalización masiva de la propiedad rural, entre otros componentes del Acuerdo sobre Reforma Rural 
Integral, con el propósito de dar respuesta a las distintas situaciones que afectan la seguridad jurídica sobre 
la tenencia y la propiedad de la tierra, así como el derecho de los campesinos -en especial de las mujeres 
rurales y las familias pobres y desplazadas -, al acceso progresivo a la propiedad de la tierra. Asimismo, se 
les EXHORTA a que (v) adopten las medidas necesarias para fortalecer técnica y financieramente a la 
Agencia Nacional de Tierras a la Superintendencia Notariado y Registro, a la Unidad de Planificación Rural 
Agropecuaria y al Instituto Geográfico Agustín Codazzi, para garantizar la atención en las zonas PDET, en las 
zonas en que se implemente el Catastro Multipropósito y en las zonas focalizadas por el Ministerio de 
Agricultura y Desarrollo Rural para adelantar el barrido predial integral. 

 
(…) 
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3.5 Circunstancias jurídicas adicionales  
 
Se realiza análisis del cuestionario de abogacía de la competencia de la Superintendencia de Industria y 

Comercio. 

4. IMPACTO ECONÓMICO (Si se requiere) 
El proyecto normativo no genera costos o ahorros en su implementación. 

5. VIABILIDAD O DISPONIBILIDAD PRESUPUESTAL (Si se requiere) 
 

El proyecto normativo no requiere de presupuestos adicionales para su implementación 

6.  IMPACTO MEDIOAMBIENTAL O SOBRE EL PATRIMONIO CULTURAL DE LA NACIÓN  
El proyecto no tiene impacto sobre el medio ambiente o el Patrimonio Cultural de la Nación. 

7. ESTUDIOS TÉCNICOS QUE SUSTENTEN EL PROYECTO NORMATIVO (Si cuenta con ellos)  

 

Sin estudios técnicos por tratarse exclusivamente de asuntos operativos y de contenido técnico-jurídico. 

ANEXOS:  

Certificación de cumplimiento de requisitos de consulta, publicidad y de 
incorporación en la agenda regulatoria  
(Firmada por el servidor público competente –entidad originadora) 

X 

Concepto(s) de Ministerio de Comercio, Industria y Turismo 
(Cuando se trate de un proyecto de reglamento técnico o de procedimientos de 
evaluación de conformidad) 

N/A 

Informe de observaciones y respuestas  
(Análisis del informe con la evaluación de las observaciones de los ciudadanos y 
grupos de interés sobre el proyecto normativo) 

X 

Concepto de Abogacía de la Competencia de la Superintendencia de Industria y 
Comercio 
(Cuando los proyectos normativos tengan incidencia en la libre competencia de 
los mercados) 

N/A 

Concepto de aprobación nuevos trámites del Departamento Administrativo de la 
Función Pública 
(Cuando el proyecto normativo adopte o modifique un trámite) 

N/A 

Otro  
(Cualquier otro aspecto que la entidad originadora de la norma considere 
relevante o de importancia) 

N/A 
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Aprobó: 
 

 
 
 
 

José Luis Quiroga Pacheco      Polivio Leandro Rosales 
Director de Ordenamiento Social de la Propiedad Rural  Viceministro de Desarrollo Rural 
Y Uso Productivo del Suelo 
 
 
 
 
 
 
Jorge Enrique Moncaleano Ospina 
Jefe Oficina Asesora Jurídica 

 

 
 

 



________________________________________________________________________
Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural
Dirección: Avenida Jiménez # 7 A 17, Bogotá D.C., Colombia
Dirección Correspondencia: Carrera 8 # 12 B 31 piso 5, Bogotá D.C., Colombia
Conmutador: (+57) 601 254 3300
Línea Gratuita: (+57) 01 8000 510050

Bogotá D.C., 

PARA: JORGE ENRIQUE MONCALEANO
Jefe Oficina Asesora Jurídica

GRUPO DE CONCEPTOS REGULACIÓN Y ACTUACIONES 
ADMINISTRATIVAS.

DE: JOSÉ LUIS QUIROGA PACHECO
Director  Ordenamiento  Social  de  la  Propiedad  y  Uso
Productivo del Suelo

ASUNTO: Solicitud Publicación Proyecto Decreto “Por medio del cual se modifica
y adiciona el Capítulo 4 del Título 6 y el Capítulo 2 del Título 19 de la Parte 14 del
Libro  2  del  Decreto  1071  de  2015,  Decreto  Único  reglamentario  del  Sector
Administrativo  Agropecuario,  Pesquero  y  de  Desarrollo  Rural  y,  se  adiciona el
Capítulo 18 al Título 6 de la Parte 2 del Libro 2 del Decreto 1069 de 2015 Decreto
Único  Reglamentario  del  Sector  Justicia  y  del  Derecho  y  se  dictan  otras
disposiciones”

Respetado Doctor Moncaleano:

Con el fin de continuar con el  proceso para la expedición final del  decreto del
asunto, de manera atenta y conforme a lo dispuesto en el numeral 8 del artículo 8
de la  Ley 1437 de 20111  en concordancia con el  inciso segundo del  artículo
2.1.2.1.142 del Decreto 1081 de 2015 “por medio del cual se expide el Decreto
Reglamentario Único del Sector Presidencia de la República”, y, el inciso tercero 3

del numeral 4 “publicación para comentarios” de la Circular N°000003 de 2022, se

1 8. Los proyectos específicos de regulación y la información en que se fundamenten, con el objeto de recibir opiniones,
sugerencias  o  propuestas  alternativas.  Para  el  efecto,  deberán  señalar  el  plazo  dentro  del  cual  se  podrán  presentar
observaciones, de las cuales se dejará registro público. En todo caso la autoridad adoptará autónomamente la decisión que
a su juicio sirva mejor el interés general.
2 Excepcionalmente, la publicación podrá hacerse por un plazo inferior, siempre que la entidad que lidera el proyecto de 
reglamentación lo justifique de manera adecuada. En cualquier caso, el plazo deberá ser razonable y ajustado a la 
necesidad de la regulación.
3 En caso de que la dependencia del ministerio considere la necesidad de aplicar la excepcionalidad establecida en el
párrafo segundo del mencionado artículo, respecto a la publicación por un plazo inferior a quince (15) días para proyectos
de resolución, deberá justificarlo de manera adecuada y remitir mediante memorando la exposición de las razones a la
Oficina Asesora Jurídica. En cualquier caso, el plazo deberá ser razonable y ajustado a la necesidad de regulación.
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solicita la publicación del proyecto normativo por un término de cinco (5) días, con
base en las siguientes consideraciones:

1. Uno de los objetivos de la Reforma Agraria y Desarrollo Rural  es el  de
transformar  la  estructura  social  agraria  por  medio  de  procedimientos
encaminados  a  eliminar  y  prevenir  la  inequitativa  concentración  de  la
propiedad rústica o su fraccionamiento antieconómico y dotar de tierras a
los hombres y mujeres campesinos de escasos recursos mayores de 16
años que no la posean, a los minifundistas, mujeres campesinas jefes de
hogar, a las comunidades indígenas y a los beneficiarios de los programas
especiales que establezca el Gobierno Nacional. 

2. Para la implementación de la Reforma Agraria y Reforma Rural Integral en
todo  el  territorio  nacional,  se  reactivó  el  Sistema  Nacional  de  Reforma
Agraria a través del Plan Nacional de Desarrollo, precisándose a su vez, los
subsistemas que lo conforman (Artículos 51 y 52 de la Ley 2294 de 2023), y
que  buscan  de  manera  planeada,  coordinada  y  articulada,  hacer
seguimiento  a  las  actividades que  se  enmarcan  en  la  Reforma Agraria,
entre  ellas,  dotar  el  fondo de tierras y  redistribuirlas  a las  comunidades
rurales sin tierra o con tierra insuficiente. 

3. Como  se  ha  mencionado,  en  la  Reforma  Agraria  es  fundamental  la
adquisición  de  tierras  para  prevenir  la  concentración  y  la  inequitativa
distribución del campo colombiano o su fraccionamiento antieconómico, por
lo que dentro del plan de acción del Subsistema 1 del SINRADR, quedó
establecido como tercera línea estratégica la “Adquisición de tierras” y uno
de sus objetivos, el impulsar de manera efectiva la compra de estas.

4. El  programa  especial  de  dotación  de  tierras  para  la  producción  de
alimentos, creado a través del Decreto 1623 de 2023, exige la adquisición
de predios para su cumplimiento, priorizando los núcleos de reforma agraria
dispuestos en el  artículo 61 de la Ley 2294 de 2023, y definidos por la
Cartera Ministerial de Agricultura. 

5. Como compromiso para obtener una paz estable y duradera, se encuentra
la estabilización en el  campo colombiano, y con ello el  cumplimiento del
punto 1 del acuerdo de paz suscrito en el 2016 por el estado colombiano y
las extintas FARC, que tiene como uno de sus dos grandes metas que
apuntan a la Reforma Agraria, la adquisición de 3 millones de hectáreas
para ser entregadas a través del fondo de tierras hasta el año 2028. 

6. De igual manera, para impulsar, dar celeridad y articular los procedimientos
de compra, establecidos en el artículo 32 de la Ley 160 de 1994 y en el
artículo 62 de la Ley 2294 de 2023 o Plan Nacional de Desarrollo.
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7. Igualmente,  para  desarrollar  mecanismos  de  articulación  entre  los
procedimientos  de  compra,  de  acuerdo  con  la  actualización  de  las
herramientas de publicidad que fueron establecidos en la Ley 1437 de 2011
y sus modificaciones.

En ese sentido,  con el  fin  de materializar  uno de los objetivos de la Reforma
Agraria y Desarrollo Rural, así como dar seguridad jurídica sobre predios a las
comunidades rurales, se requieren medidas que permitan atender esta necesidad
en el marco del procedimiento de compras de tierras. 

Así las cosas, en cumplimiento de la exigencia del numeral 8 del artículo 8 de la
Ley 1437 de 2011, el inciso segundo del 2.1.2.1.14 del Decreto 1081 de 2015, y la
Circular 00003 de 2022, se solicita la publicación del proyecto normativo por el
término mínimo perentorio solicitado, esto es, cinco (5) días.

Atentamente,

José Luis Quiroga Pacheco
Director
DIRECCIÓN DE ORDENAMIENTO SOCIAL DE LA PROPIEDAD RURAL Y USO 
PRODUCTIVO DEL SUELO
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